CIVIL 57


OBLIGACIONES ESPECIFICAS.
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. cumplimiento simultaneo.
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EXAMEN DEL ARTICULO 1.124 DEL CÓDIGO CIVIL


. Art. 1124.


. ¿ Cuantas facultades concede el 1124.?.


	* resolver o cumplimiento forzoso.


	* o ambas alternativamente.


	* puede el juez otorgar plazo.


	* ¿pueden pedirse además daños.?.


. lo que no comprende.


. requisitos para su aplicación.


      * obligación base y no accesoria.


      * cumplimiento de que lo ejercita.


. ¿Que es incumplir?.


. acción.


. efectos del resolver.


      * carácter retroactivo 


      * efectos ex tunc o ex nunc.


      * tracto sucesivo.


      * suspensión de pagos,


      * frutos producidos.


      * actos de Administración


      * deterioros


      * derechos del intermediario.
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. 1113.


CONDICIONALES.
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. potestativas casuales y mixtas, 1115.


. propias e impropias , 1116.


. positivas y negativas, 1117 y 1118.
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	+ no cabe resolución unilateral.


. separa de modo.
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A PLAZO.


. 1125 define.


. 1126 y 1127 efectos.


. 1128 clases y  1129 perdida.


LA CONDICTIO IURIS.


. positivas y negativas.


. define y  separa de condiciones.


�
OBLIGACIONES ESPECIFICAS.





     Son aquellas que consisten en entregar cosas concretas y determinadas.





. Art. 1.094.





"El obligado a dar alguna cosa lo está  también a conservarla con la diligencia de un buen padre de familia.".





. Art. 1096 p 1.





"Cuando lo que deba entregarse sea una cosa determinada, el acreedor, independientemente del derecho que le otorga el artículo 1.101, puede compeler al deudor a que realice la entrega.".





. Art. 1.097.





"La obligación de dar cosa determinada comprende la de entregar todos sus accesorios aunque no hayan sido mencionados.".





. Art. 1.182.





"Quedará extinguida la obligación que consista en entregar cosa determinada desde que ésta se perdiere o destruyere sin culpa del deudor y antes de haberse éste constituido en mora.".


�
Y GENÉRICAS.





     Son aquellas que consisten en entregar una cosa indeterminada que pertenece a un género.





. efectos.





     1) El deudor debe cumplir su obligación entregando una cosa del género convenido y de la misma especie y calidad si se ha convenido, y en caso contrario el acreedor no puede exigir la calidad superior ni el deudor entregar la inferior (La calidad ha de ser la media dentro del género), Art. 1.167.





     2) Si el deudor no cumple la obligación el acreedor puede pedir que se cumpla a expensas del deudor. Art 1.096 p 2..





     3) El riesgo en caso de imposibilidad (perdida o destrucción) es del deudor por aplicación de la máxima "genus nunquam perit" (mientras no se haya transformado la obligación en específica). El principio no esta consagrado en el C ci pero se desprende a contrario sensu del artículo 1.182 y que por otra parte no es un principio absoluto pues depende de la mayor o menor amplitud del genero.





. especificación de la cosa.





     Es la transformación de la obligación de genérica en específica y puede tener lugar:





     a) por la perdida de todas las cosas del genero menos una. En este caso ha de entregarse necesariamente esta ultima cosa.





     b) Por acuerdo entre los interesados. Es la llamada concentración o separación bilateral.





     c) Por elección del deudor en el momento del pago o seguida de él. 





     En cualquier caso Die Picazo admite que cabe la concreción antes del pago siempre que lo consienta el acreedor o los usos, según puede desprenderse del Art. 1.258.





     En el mismo sentido se pronuncia Pérez González y Alguer basándose en el articulo 1.452- 3º.





     En cambio Albaladejo y con él la mayoría de la doctrina se pronuncia en contra de esta posible especificación previa al pago.





     Lacruz distingue según la obligación del deudor sea:





		a) de entrega efectiva en cuyo caso solo se individualiza por la entrega.





		b) de remisión en cuyo caso se individualiza por la remisión.





		c) de puesta a disposición en cuyo caso se individualiza con la puesta a disposición y la comunicación al acreedor.





La importancia de la especificación radica en que al convertir la obligación genérica en específica, los riesgos cambian y se trasladan al acreedor en caso de perdida fortuita.





     En las obligaciones de género delimitado, hay una cierta individualización dentro del género, bien por la procedencia, lugar, etc y la consecuencia fundamental es que el deudor puede quedar liberado por caso fortuito, al destruirse el género delimitado.





�
OBLIGACIONES UNILATERALES Y RECIPROCAS.





. define.





     Por razón de la unidad o pluralidad de los vínculos, las obligaciones pueden ser unilaterales o bilaterales.





     Son unilaterales o simples aquellas en que hay un solo vínculo obligatorio, pues una persona se obliga respecto de otra sin que esta asuma a su vez obligación alguna.





     Son bilaterales o reciprocas, según las llama nuestro código, aquellas en que hay pluralidad de vínculos, pues las partes se obligan recíprocamente una respecto de otra. Ennecerus las define como aquellas en que cada una de las partes se hace prometer una prestación y promete otra a título de contrapartida de aquella.





. cumplimiento simultaneo.





     El principio de que las obligaciones reciprocas tengan que ser cumplidas recíprocamente esta reconocido reiteradamente por el TS al haber declarado  que esta motivado el incumplimiento de una de las partes cuando la otra haya incumplido previamente.





. Art. 1100 in fine, compensación de la mora.





"En las obligaciones reciprocas ninguno de los obligados incurre en mora si el otro no cumple o no se allana a cumplir debidamente lo que le incumbe.


Desde que uno de los obligados cumple su obligación empieza la mora para el otro.".





�
EXAMEN DEL ARTÍCULO 1.124.





------------------------------------------------------


. Art. 1124.


. ¿Cuantas facultades concede el 1124.?.


	* resolver o cumplimiento forzoso.


	* o ambas alternativamente.


	* puede el juez otorgar plazo.


	* ¿pueden pedirse además daños.?.


. lo que no comprende.


. requisitos para su aplicación.


      * obligación base y no accesoria.


      * cumplimiento de que lo ejercita.


. ¿Que es incumplir?.


. acción.


. efectos del resolver.


      * carácter retroactivo 


      * efectos ex tunc o ex nunc.


      * tracto sucesivo.


      * suspensión de pagos,


      * frutos producidos.


      * actos de Administración


      * deterioros


      * derechos del intermediario.


------------------------------------------------------





. Art. 1124.





"La facultad de resolver las obligaciones se entiende implícita en las reciprocas para el caso de que uno de los obligados no cumpliere lo que le incumbe.


El perjudicado podrá  escoger entre exigir el cumplimiento o la resolución de la obligación con el resarcimiento de daños y abono de intereses en ambos casos. También podrá  pedir la resolución, aun después de haber optado por el cumplimiento, cuando este resultar‚ imposible.


El Tribunal decretará la resolución que se reclame a no haber causas justificadas que le autoricen para señalar plazo.


Esto se entiende sin perjuicio de los derechos de terceros adquirentes con arreglo a los artículos 1.295 y 1.298 y a las disposiciones de la Ley Hipotecaria.".





. ¿Cuantas facultades concede el 1124.?.





      En principio es evidente que el precepto contiene al menos dos posibilidades para el acreedor: o resolver o solicitar el cumplimiento forzoso, ambas son incompatibles entre si aunque nada impide formularlas al juez en forma alternativa o subsidiaria. Trascribimos al respecto la sentencia de 26 de Junio de 1990:





	"Además según reiterada jurisprudencia (Sentencias, entre otras de 5 de enero de 1935, 5 de Mayo de 1953, 4 de Febrero de 1959 y 2 de Febrero de 1973) la incompatibilidad entre la petición de cumplimiento y la de resolución en los contratos bilaterales surge cuando se solicitan ambas cosas al mismo tiempo, pero no es obstáculo para que se formule petición alternativa o subsidiaria, ya que entonces no existe contradicción, y el mismo precepto autoriza para pedir la resolución aun después de haber optado por el cumplimiento, como expresan las sentencias de 24 de Noviembre de 1908, 22 de Junio de 1911 y 11 de enero de 1949 entre otras.".





      También podrían citarse las sentencias de 28 de Diciembre de 1989 y 9 de Marzo de 1990.





      A su vez la resolución puede practicarla el acreedor bien judicialmente, bien por vía extrajudicial, aunque claro esta que en este ultimo supuesto, la parte resuelta, puede someter la resolución al examen y decisión de los tribunales, que declararan si es o no ajustada a derecho, pues sus efectos han de ser instados y obtenidos por la vía judicial (TS 28 de Enero de 1943, 7 de Enero de 1948, 10 de Marzo de 1949, 12 de Marzo y 4 de Abril de 1990), siendo la resolución judicial que acoge esta resolución "proclamación simple de la resolución ya operada" (TS 14 de Junio de 1988 y 12 de Marzo de 1990) por lo que los efectos de la resolución, una vez obtenida sentencia, se retrotraerán a aquel momento en que efectivamente la parte resolvió.


 


      Una tercera posibilidad es la dispuesta en el párrafo tercero que permite al juez conceder plazo para el cumplimiento y en tal caso podrá  en la sentencia que transcurrido este sin haberse cumplido, quede el contrato automáticamente resuelto sin necesidad de nuevo litigio (TS 13 de Marzo de 1992, ad exemplum).





      Esta facultad del juez es irrevisable en casación (SS de 11 de Marzo de 1957 y 25 de Junio de 1964) y su ejercicio no requiere petición concreta de las partes, pues el juez puede optar libremente por ella sin incurrir en incongruencia aunque no le haya sido solicitado (TS 3 de enero de 1964 y 6 de Noviembre de 1987.).





      Estas consecuencias diferencian al Art. 1124 del Art. 1504 (referido a la compraventa), pues como recuerda la Sentencia del TS de 26 de Enero de 1996 (A 323) este último precepto es en principio una norma mas benévola;





 "...pues autoriza a pagar después de vencido el término aunque concurra el pacto comisorio, pero una vez practicado este, resulta de mayor severidad que el citado 1124 y determina la resolución sin admitir aquella apreciación de causas justificadas de incumplimiento y prohibiendo en forma expresa y absoluta la concesión de un nuevo término para cumplir la obligación.",





      Sin embargo no es claro que además de estas facultades el precepto conceda una cuarta: la de solicitar la indemnización de daños y perjuicios con independencia de que se desestime la resolución o el cumplimiento forzoso. O sea; ¿Cuales son las facultades que el precepto da a la parte perjudicada?, ¿Solo las de resolver u obtener una sentencia favorable al cumplimiento forzoso acompañada en cualquiera de los dos casos con la correspondiente indemnización, o le permite también solicitar la indemnización para el caso de denegarse la resolución o el cumplimiento forzoso?.





      En principio, parece ilógico pensar que si el juzgador desestima la resolución por haberse producido un incumplimiento parcial, tenga que acudiese a otro procedimiento para solicitar la indemnización de daños.





      Sin embargo hay motivos para pensar que la indemnización de daños tenga que ir ligada a la resolución o al cumplimiento forzoso porque: Si el juez desestima la demanda por haber incumplido el actor es evidente que no habrá  daños que indemnizar, pero si la desestima porque el incumplimiento no es de tal envergadura como para permitir resolver, lo que esta diciendo, es que aun existiendo ese incumplimiento no resuelve porque los vicios que tiene la cosa no son de suficiente calibre. Pero ocurre que la acción para exigir responsabilidad derivada de vicios ocultos prescriben como mas adelante veremos a los seis meses y no a los quince años como ocurre con la acción derivada del Art. 1124 y las partes no han tenido ocasión de pronunciarse respecto a ello.





      Indirectamente esta postura es admitida por la sentencia de 19 de enero de 1983: "A" vendió a "B" unas m quinas, que le fueron suministradas con ciertos accesorios, separables de la m quina) pero inútiles para la finalidad buscada. "A" sustituyo estos accesorios y demando judicialmente a "B" la indemnización de daños y perjuicios correspondientes. La Audiencia estimando la demanda, condeno a la indemnización de la cantidad solicita, pero al mismo tiempo condeno a la actora a la devolución de las partes sustituidas, aplicando para ellos el Art. 1.124 y no los arts 1484 y siguientes en los que la actora basaba su pretensión. Admite el Supremo que el Juzgador ha calificado correctamente la acción ejercitada como de resolutoria y no como redhibitoria Y dice que:





	"califica la acción ejercitada de resolutoria por incumplimiento como presupuesto lógico de la petición de daños y perjuicios......, resolución que aunque no explícitamente pedida en la demanda es evidente que, por apreciación judicial imbatida, constituye el presupuesto jurídico (así calificado por la sentencia, "dabo tibi ius") del resarcimiento de daños solicitado al amparo del Art. 1124 del C ci.".





      Lo que evidentemente si podrá  hacer quien insta la resolución o el cumplimiento (en forma alternativa), es solicitar del juez, como tercera alternativa, que desestimándose ambas petición se le conceda indemnización de daños y perjuicios derivados de vicios ocultos.





      Por último y haciendo un análisis mas detenido de las cantidades indemnizables a raíz del incumplimiento el TS ha declarado que la expresión "indemnización de los daños causados y el abono de intereses" (sean estos legales o pactados) abarca también a la indemnización de los perjuicios causados por el incumplimiento, comprendiéndose dentro del termino año, tanto el emergente como el lucro cesante ( TS 29 de Noviembre de 1991).





      En cualquier caso para que se conceda el resarcimiento de daños es  necesario acreditar su existencia, pues el incumplimiento, por si solo, no basta para originarlos.





. lo que no comprende.





      Fuera de los anteriores casos el precepto no comprende ningún otro supuesto de resarcimiento, por ello lo que no puede ni pedir la parte actora ni otorgar el Juez es la sustitución de la obligación pactada por otra. La sentencia de 2 de Junio de 1990 analizo el siguiente caso: Se había reclamado a un promotor la entrega de las parcelas realmente vendidas pidiendo al Juez que le condenase: "d) alternativamente y de no prosperar los pedimentos anteriores a entregar a los actores OTRAS parcelas de la urbanización.".





      La petición fue declara incorrecta por el TS, diciendo que:





	"el juego del Art. 1124 impone la resolución de lo así concertado con las consecuencias de resarcimiento e indemnización establecidas, sin que pueda, pues, salvo un acuerdo "ad hoc" intercalado al respecto, introducirse una posibilidad sustitutoria "in specie" no contemplada en aquel precepto.....".





. requisitos para su aplicación.





     Amen de la notificación resolutoria que se estudia el analizar el artículo 1504 y a cuyo contenido nos remitimos, el TS ha exigido:





      1) Que el incumplimiento venga referido a la obligación base del contrato pues el precepto no entra en juego cuando se incumplen prestaciones que estando incorporadas a un contrato unilateral o bilateral tienen puro carácter accesorio o complementario en relación con aquellas que constituyen el objeto principal.





      2) Que quien pide la resolución haya cumplido con sus obligaciones y por el contrario que las haya incumplido aquel frente a quien se resuelve. La sentencia de 15 de Junio de 1989 dice al respecto que:





	"....la acción resolutoria implícita establecida en el párrafo 1º del Art. 1124 del Código Civil requiere que quien ejercite esta acción no haya incumplido sus obligaciones, salvo si ello ocurriera como consecuencia del incumplimiento anterior del otro, pues la conducta de éste, es la que motiva el derecho de resolución de su adversario y le libera de su compromiso (Sentencias entre otras de 10 de Febrero y 1 de Abril de 1925, 24 de Octubre de 1959, 6 de Julio y 29 de Marzo de 1977 y 21 de Marzo de 1986) e igualmente es doctrina ya antigua la de que infringe este artículo la sentencia que resuelve un contrato en perjuicio de uno de los contratantes si ambos habían faltado a sus reciprocas obligaciones (sentencias de 28 de Junio de 1983, 8 de Julio de 1903 y 10 de Febrero de 1925).".





      Criterio reiterado por numerosas sentencias de las que son ejemplos las de 16 de Noviembre de 1979, 28 de Febrero de 1980 y 15 de Abril de 1981.





      Ello no impide que pueda también solicitar la resolución quien haya incumplido sus obligaciones como consecuencia del incumplimiento previo de la otra parte, por ello dice la sentencia de 20 de diciembre de 1993 que;





	"...tratándose de negocios sinalagmáticos, como es el de compraventa, el incumplimiento reciproco impide que pueda constituirse en causa de resolución (vid SS 16-11-1979 y las muy numerosas en ella citadas, 23-1-1986, 16-4-1991 y las que en ella se indican, 16-5-1991 etc.) y esto es precisamente lo acontecido en el caso que ha motivado el pleito que con este recurso concluye.


	Pero es que a su vez y en relación con lo expuesto debe de tenerse en cuenta, que en el supuesto aquí¡ contemplado no puede ser de aplicación la igualmente doctrina de esta Sala, a tenor de la cual se encuentra legitimado para interesar la resolución contractual quien incumple como consecuencia del incumplimiento anterior del otro (SS 3-12-1955 y las que en la misma se citan, 21-10-1959, y 3-6-1993) y no puede ser acogida dado que no consta acreditado quien de las dos partes contendientes ha sido la primera en incumplir y si, más bien la existencia entre ambas de una auténtica pugna en orden a eludir sus respectivas obligaciones.".





      La determinación de cual de los contratantes ha incumplido primero el contrato, además de ser una "quaestio facti", cuando ello depende solo de que se hayan realizado u omitido ciertos actos (declaración que en este supuesto solo es atacable en casación por el cauce del ordinal cuarto) también puede constituir una "quaestio iuris" cuando la base para la determinación del incumplimiento este, m s que en los actos ejecutados u omitidos, en la trascendencia jurídica de esos actos. Sentencias de 21 de Marzo de 1986, 25 de Octubre de 1988 y 20 de Junio de 1990 entre otras.





. ¿Que es incumplir?.





      El problema que con mayor frecuencia se presenta en la jurisprudencia es la determinación de cuando existe o no incumplimiento y casuísticamente puede decirse que:





      A) La tesis tradicional entendía que el Art. 1.124 venia referido a los casos de incumplimiento culpable, lo que excluida al incumplimiento derivado de caso fortuito. Sin embargo hoy el TS se inclina en numerosísimas sentencias por aplicar el precepto tanto si el incumplimiento es culpable como si es fortuito.





      Puede citarse la Sentencia del Ts de 7 de Febrero de 1996 (A 1344) conforme a la cual la crisis matrimonial y posterior separación de los cónyuges no justifica la falta de pago del precio aplazado de una vivienda.





      B) Al incumplimiento se le ha equiparado la entrega de un objeto absolutamente inhábil para cumplir con la finalidad perseguida por las partes. Resulta interesantísima al respecto la sentencia de 26 de Octubre de 1987: Un constructor había entregado pisos que al poco tiempo se habían convertido en inhabitables y al dejar de pagar los adquirentes pretendió la resolución del contrato (aplicando el Art. 1.504) por incumplimiento. El TS permitido al adquirente oponerse con éxito a la acción resolutoria alegando y probando (exceptio non adimpledi contractus) la prestación defectuosa y hasta inhábil para el fin contractual y por tanto que la vendedora ha incumplido su obligación, lo que le impide acudir a la solución drástica del Art. 1.504.





      La de 29 de Abril de 1994 contempla un caso idéntico y declara:





	"En concreto podemos decir, que en pocas ocasiones resulta tan patente el incumplimiento por parte del vendedor, como ocurre en el caso que estudiamos; pues antes de haber transcurrido año y medio desde la venta del piso cuya resolución se solicita, la casa en general, y la vivienda de autos en particular, se están hundiendo prácticamente de tal forma que ofrecen peligro serie e inminente para los habitantes de las mismas.......Una vivienda en ruina material resulta incuestionablemente inadecuada para habitarla.....".





      Esta inhabilidad para el fin propio al que tendría que servir la cosa, puede producirse antes de la entrega o sobrevenir antes de terminar el plazo contractual (TS 29 de Febrero de 1988 y 21 de Febrero de 1991).





      C) Es en cambio problemático lo que ocurre con el cumplimiento parcial. En la practica habrá  que atender a cada caso concreto para que el Juez de o no por valida la resolución.





      El C ci alemán dispone que "si la prestación ha sido parcialmente ejecutada por una de las partes, no podrá rehusarse la contraprestación cuando la negativa sea contraria a la buena fe.". Y a semejante solución llega el código italiano.





      Espín dice que la proporcionalidad entre la parte que resta por cumplir y la denegación parcial de la propia prestación, en virtud de la alegada excepción representaría la más exacta justificación de la misma; lo contrario puede ir contra el principio de buena fe que, en general, debe presidir la materia contractual. (La excepción de incumplimiento contractual. Anuario de Derecho Civil. Julio-Septiembre de 1964, P g. 568 y siguientes.).





      La jurisprudencia también mantiene esta postura y las sentencias de 17 de Octubre de 1976 y de 24 de Octubre de 1987 dicen que el comitente o dueño de la obra no esta autorizado, cuando la entidad de las imperfecciones de la misma no lo autorizan, a retener el total de la prestación cuando con una pequeña parte puede ser resarcido. Igualmente la sentencia de 13 de Abril de 1989 dice que no cabe utilizar la excepción de contrato cumplido defectuosamente para evitar pagar al contratista cuando su incumplimiento es "una intrascendente falta de acabado".





      D) En cuanto al mero retraso no es equiparable al incumplimiento porque dicho retraso no siempre implica que se haya frustrado el fin practico perseguido por el negocio.





      Sin embargo, cuando este retraso es tan dilatado que impide alcanzar el fin contractual, permitir  por si solo resolver la relación contractual, lo que admite la sentencia de 26 de Junio de 1990 al decir que cuando el Art. 1124 alude a una imposibilidad de cumplimiento:





	"no alude desde luego a una imposibilidad material, sino que puede incluir, entre otros supuestos, a la sobrevenida por el transcurso de largo tiempo sin cumplir el comprador su prestación en la forma pactada, lo que hace alejarse indefinidamente el resultado perseguido por la contraparte y sus legitimas expectativas en el cumplimiento debido del contrato. Una vez que ha transcurrido con mucho exceso el tiempo en que la prestación debió ser realizada no es jurídicamente viable una espera indefinida y sin esperanza alguna de que el comprador cumpla lo pactado.".





      En todo caso  y con carácter general para todo tipo de incumplimiento, la sentencia de 10 de Marzo de 1983, admite que puede ponerse de manifiesto por la prolongada inactividad o pasividad del deudor y la de 7 de Marzo del mismo año, 1983, declaro que el incumplimiento resulta excluido cuando hay una imposibilidad física o jurídica de cumplir lo pactado.





. acción.





      La acción para pedir la resolución prescribe a los quince años, pues no es;





	"....aplicable el plazo semestral que señala el Art. 1.490 para el ejercicio de las acciones edilicias (SS de 30 de Noviembre de 1972, 25 de Abril de 1973, 21 de Abril de 1976 y 23 de Marzo de 1982), porque los arts 1.484 y 1.490 del Código Civil, como reguladores de las acciones redhibitorias y quanti minoris, integradas en el Art. 1.486, resultan aplicables en aquellos supuestos en que la demanda no se dirija a obtener las reparaciones provenientes de los vicios ocultos, sino las derivadas por defectuoso cumplimiento al haber sido hecha la entrega de cosa distinta (SS de 23 de Junio de 1965 y 28 de Noviembre de 1970) o con vicios que hagan impropio el objeto de la compraventa para el fin a que se destina (S 14 de Marzo de 1973).". (TS 1 de Marzo de 1991).





      El precepto no entrara en juego cuando en el contrato exista "pacto de lex commisoria", es decir, cuando haya cláusula establecida por las partes que regule y condicione el ejercicio de la resolución (TS 4 de Mayo de 1972), y si se dispone que el incumplimiento de la prestación funcione como condición resolutoria, entonces la resolución se produce automáticamente y no por la "facultad" de resolver que otorga dicho Art. 1.124 (TS 24 de Febrero de 1966, 30 de Marzo de 1976, 12 de Marzo y 4 de Abril de 1990), si bien esta tesis es en nuestra opinión mas que discutible pues su estricta aplicación puede suponer dejar en manos de una sola de las partes (precisamente el vendedor que incumpla) la ejecución o no del contrato, para conseguir esto ultimo le bastaría con no pagar.





      Por el contrario resulta aplicable en el  ámbito del derecho mercantil cuando la cosa es absolutamente inhábil, pues el Código de comercio solo regula los vicios o defectos de calidad o cantidad en sus arts 336 y 342, pero no la inutilidad del objeto a los fines contractuales (TS 1 de Marzo de 1991, 15 de Abril de 1987 y 3 de Febrero de 1988 entre otras.). Es también aplicable a los precontratos (TS 26 de Mayo de 1991).





. efectos del resolver.





      1) En principio la resolución supone la extinción de la relación contractual, no solo para el tiempo venidero sino con carácter retroactivo con la consecuencia de reintegro a cada contratante en las cosas y valor de las prestaciones que aportaron por razón del contrato, lo mismo que rige para los casos de nulidad y rescisión.





      Así la sentencia de 21 de Noviembre de 1932, declaro que vendiéndose un establecimiento mercantil con su pasivo, la resolución posterior implica una readquisición con el pasivo que se derive del trafico usual y corriente.





      Y las de 10 de Marzo de 1950 y 19 de Octubre de 1959 declaran que la retroacción inherente a la resolución, en virtud de la cual se ha de volver a un estado jurídico preexistente, no puede entenderse de modo que deje en beneficio de un contratante las prestaciones que del otro haya recibido antes de la resolución, sino que precisamente el retorno al estado anterior no quedaría logrado sin el reintegro por cada contratantes de las cosas y valor de las prestaciones que aportaron por razón del contrato.





      Todo lo anterior implica que el Juez, al conceder la resolución deba:





	a) de sujetar la ejecución de la sentencia resolutoria a la previa consignación de las cantidades que el resolvente hubiera recibido, salvo que existiendo cláusula penal en el contrato resuelto, y en aplicación de la misma haya resuelto otra cosa (en todo caso véase lo dicho con respecto a la cláusula penal en el tema correspondiente.





	b) Adoptar las medidas pertinentes para garantizar la devolución de los recibido por parte de quien haya sido condenado.





      2) En cuanto a la eficacia de esta restitución de las prestaciones, puede considerarse que tenga efectos ex tunc o ex nunc.





      En el primer sentido se inclina Pérez González y Alguer (Notas al Derecho de Obligaciones de Enneccerus-Lahmann. Tomo II.V I. Barcelona. 1933, P g. 197.198) quien comenta que:





	"El ejercicio del derecho de resolución, en nuestra opinión, extingue la relación obligatoria como si nunca hubiera sido concluida, teniendo esta extinción efecto retroactivo. Para sentar esta afirmación de principio, sin perjuicio de ulterior desarrollo de la tesis, nos creemos autorizados por la sistemática del Art. 1.124, incluido en la sección de las obligaciones condicionales, por el concepto de la condición resolutoria (Art. 1.114) y por el efecto retroactivo de las condiciones (Art. 1.120). El TS califica de condición resolutoria t cita al derecho conferido por el Art. 1.124 (S 19 de Ene. 1904). En rigor, el derecho legal de resolución no puede calificarse de condición en sentido técnico, ya que no es una determinación accesoria de la voluntad de las partes puesta en el contrato, sino es la ley la que establece tal derecho en el Art. 1.124. Pero ello no obsta a que se aplique por analogía a esta condición impropia el efecto retroactivo atribuido a las condiciones propias. Abona el efecto retroactivo la opción que se otorga al perjudicado en el Art. 1.124-2º, refiriéndose como antitética a dos posibilidades: la exigencia del cumplimiento que equivale al mantenimiento del contrato y la resolución, que es lo contrario al mantenimiento, como lo revela a mayor abundancia la proposición 2ª del apartado 2 del mismo Art. A mayor abundamiento, si no se admitiera el efecto retroactivo, carecería de explicación suficiente el apartado 4º del Art. 1124 y la remisión que contiene a los arts. 1295 y 1298 y a la ley hipotecaria tendente a evitar que la restitución consiguiente a la resolución perjudique a los terceros de buena fe.".





      En sentido contrario se pronuncia Roca Sastre (Derecho Hipotecario. tomo II. Barcelona 1954, Págs. 341-342) manifestándose de esta manera:





	"la acción resolutoria por su naturaleza semejante a la condictio y por su fondo de equidad tiene carácter personal; no obra retroactivamente, sino ex nunc, o deja a salvo los derechos de los terceros adquirentes a titulo oneroso y de buena fe. Y es que la acción resolutoria del Art. 1.124 no es una acción de nulidad, ni tampoco una acción derivada de una condición resolutoria, sino una acción de tipo revocatorio, rescisorio o restitutorio, que, a base de la validez perfecta de una transmisión operada, la deshace, imponiendo al adquirente una prestación de restitución. Si fuera una acción derivada de una condición resolutoria, actuaría a modo de "distractus" en el sentido de restaurar retroactivamente la situación primitiva, reincorporando automáticamente la cosa enajenada al primitivo patrimonio de donde salió.".





      En cuanto a la jurisprudencia adopta la postura de Pérez González y Alguer, diciendo (ad exemplum) la sentencia de 17 de Junio de 1986 que;





"Es opinión comúnmente aceptada, tanto por la doctrina científica como por la jurisprudencia,  que la resolución contractual produce sus efectos no desde el momento de la extinción de la relación obligatoria, sino retroactivamente desde su celebración, es decir, no con efectos ex nunc, sino ex tunc, lo que supone volver al estado jurídico preexistente como si el negocio no se hubiera concluido, con la secuela de que las partes contratantes deben entregarse las cosas o las prestaciones que hubieran recibido en cuanto la consecuencia principal de la resolución es destruir los efectos ya producidos, tal como se halla establecido para los casos de rescisión en el Art. 1295 del Código Civil al que expresamente se remite el Art. 1.124 el mismo cuerpo legal, efectos que sustancialmente coinciden con los previstos para los casos de nulidad en el articulo 1.303 y para los supuestos de condición resolutoria expresa en el Art. 1.123.".





     Postura que confirme la sentencia del mismo Tribunal de 11 de Octubre de 1995 (A. 7405).





      3) Que si la resolución se refiere a un contrato de tracto sucesivo, no se verán afectados los efectos ya cumplidos, efecto este llamado "resiliación" que ha sido contemplado por el TS en sentencias de 10 de Marzo y 1 de Mayo de 1950 (esta ultima comentada en la Revista de Derecho Privado de 1950, P g. 1010.).





       4) Que cuando la resolución se produce respecto a bienes que están integrados en la masa de una suspensión de pagos, no cabe retrotraer los efectos de la resolución y privar a la masa del objeto base del contrato resuelto, pues como dice la sentencia del TS de 2 de Enero de 1978:





	"...en el caso de autos se hallaba pendiente de ejecución el contrato de compraventa, en el cual la parte recurrente figura como vendedora y el quebrado como comprador, y aquella con base en el cumplimiento de sus obligaciones y en el incumplimiento por la otra pretende la restitución de lo vendido, no teniendo en cuanta que la declaración de quiebra en este supuesto produce la ruptura de la equivalencia de las prestaciones, característica de los contratos sinalagmáticos, ya que el acreedor, realizador de su pretensión (sic) integra ha de quedar sometido como acreedor ordinario a la ley del dividendo, por lo cual el Art. 1.124 del C C no puede ser tenido en cuenta de manera aislada respecto a los arts 908 y 909 del código de Comercio, reguladores de la reivindicación especial de la quiebra, respecto de los bienes que figurando en la masa de hecho, no deben integrarla de derecho, al no haber sido transferidos al quebrado por un titulo legal e irrevocable....".





      5) En cuanto a los frutos producidos se impone su restitución por la remisión que el Art. 1124 realiza al 1295 en el que se dispone que la rescisión obliga a la devolución de las cosas que fueron objeto del contrato con sus frutos y del precio con sus intereses.





      Si los frutos hubieran sido consumidos se impone su restitución vía indemnización.





      6) En cuanto a los actos de Administración llevados a cabo por la parte resuelta, su mantenimiento viene exigido por razones de interés tanto individual como general.





      7) Respecto a los deterioros Rafael Álvarez Vigaray (La resolución de los contratos bilaterales por incumplimiento. Editorial Comares. Granada 1986, Pág. 263-264) cree que solo se deben de abonar los deterioros imputables al deudor.





      8) El mismo autor se ocupa de los derechos a cobrar sus servicios el intermediario cuya actividad permitió nacer el contrato resuelto y dice:





	"Creemos que, si el que incumple el contrato bilateral dando lugar a su resolución es el mismo que solicito la actuación del mediador, no tendrá derecho a que este restituya la remuneración de sus servicios, ya que la causa de resolución depende de su voluntad y es debida a culpa suya. Ahora, en el caso de que quien insto la actuación del mediador, sea el acreedor que consigue la resolución, estimamos que tendrá derecho a la restitución de la comisión abonada, si el mediador le presento para celebrar el contrato bilateral a una persona que sabia o fácilmente hubiera podido conocer que era insolvente, ya que a la mediación le es aplicable el Art. 1.726 del C ci...".





�
OBLIGACIONES PURAS.





     Son aquellas que no dependen de condición o plazo y respecto a ellas prevé el Art. 1.113:





"Será exigible desde luego, toda obligación cuyo cumplimiento no dependa de un suceso futuro e incierto o de un suceso pasado que los interesados ignoren.".





Y como crítica al precepto debemos indicar que:





	+ es incompleto pues no habla del plazo.





	+ su expresión "desde luego" puede estar condicionada por la buena fe y los usos y además admite el plazo tácito deducido de la naturaleza y circunstancias de la obligación.





	+ un suceso pasado no puede constituir una condición.





�
CONDICIONALES.





. define, Art. 1114.





"En las obligaciones condicionales la adquisición de los derechos, así como la resolución o perdida de los ya adquiridos depender n del acontecimiento que constituya la condición.".





Por tanto esta necesita la misma forma que el negocio al que condiciona, si bien Betti acepta que pueda dársele otra distinta.





Las clasificaciones de las condiciones son muy variadas y entre otras veremos:





. condiciones potestativas casuales y mixtas.





Las potestativas pueden ser "puras" y "simplemente potestativas".





a) Las primeras son aquellas cuyo cumplimiento depende de la voluntad unilateral de la parte. Estas condiciones hacen nula obligación que de ellas depende de acuerdo con el primer apartado del Art. 1115 en relación con el Art. 1256 (Ts 3 de Diciembre de 1993 y otras muchas).





b) En las "simplemente potestativas" la obligación si depende en parte de la voluntad, depende también de otros hechos externos, lo que hace que la condición sea válida (Ts 6-2-1954 y 10-12-1960).





El Código regula las condiciones potestativas en los arts 1115 y 1119, a cuyo tenor





"Cuando el cumplimiento de la condición dependa de la exclusiva voluntad del deudor, la obligación condicional ser  nula. Si dependiere de la suerte o de la voluntad de un tercero, la obligación surtir  todos sus efectos con arreglo a las disposiciones de este código.".





Sin embargo Pérez González y Alguer en las anotaciones al derecho civil de Ennecerus (Tomo I Volumen II Pág. 336) entiende que lo que el Art. 1115 prohíbe es la condición potestativa cuando de su cumplimiento depende solo una obligación unilateral de la persona a cuya voluntad queda sujeta la condición, pero no prohíbe las condiciones potestativas cuando de su cumplimiento se hace depender no solo una obligación unilateral para la persona de cuyo cumplimiento depende la condición, sino un conjunto de relaciones jurídicas (por ejemplo un contrato o cualquier otra situación) en que haya derechos y obligaciones para varias partes y no solo para una.





y el Art. 1119, añade:





"Se tendrá  por cumplida la condición cuando el obligado impidiese voluntariamente su cumplimiento.".





2) Casuales son aquellas que dependen de la suerte o de la voluntad de un tercero.





3) Mixtas son las que dependen en parte de la suerte y en parte de la voluntad de los interesados.





. propias e impropias.





Propias son las ordinarias o normales e impropias las que carecen de la nota de la incertidumbre y estas ultimas a su vez se subdividen en:





* imposibles. En torno a las cuales dice el Art. 1116:





"Las condiciones imposibles, las contrarias a las buenas costumbres y las prohibidas por la ley anularan la obligación que de ellas dependa.


La condición de no hacer una cosa imposible se tiene por no puesta.".





La imposibilidad puede ser sobrevenida como concreta la sentencia de 19 de Julio de 1993 a la que nos referiremos al estudiar el punto relativo a la separación entre condiciones, modo y condicionamiento





* captatorias que son una subespecie de las inmorales.





* necesarias.





* las que recaen sobre un hecho presente o pasado. etc.





. positivas y negativas.





En torno a las positivas, dice el Art. 117:





"La condición de que ocurra algún suceso en un tiempo determinado extinguir  la obligación desde que pasare el tiempo o fuere ya indudable que el acontecimiento no tendrá  lugar.".





    En cuanto a las negativas, la regulación esta contenida en el Art. 1118 párrafo 1:





"La condición de que no acontezca algún suceso en tiempo determinado hace eficaz la obligación desde que paso el tiempo señalado o sea ya evidente que el acontecimiento no puede ocurrir.


Si no hubiere tiempo fijado, la condición deberá reputarse cumplida en el que verosímilmente se hubiese querido señalar, atendida la naturaleza de la obligación.".





      Sin embargo el párrafo segundo de este mismo precepto tiene declara el TS en sentencia de 5 de Octubre de 1996 (A.7041) que es aplicable a ambos tipos de obligaciones; “con la obvia variación terminológica de tenerla por no cumplida si es positiva y por cumplida si es negativa.





. suspensivas y resolutorias.





SUSPENSIVAS, son aquellas de las que depende el nacimiento de la obligación, sus efectos se cifran en:





a) Pendiente la condición:





* El acreedor no puede reclamar el cumplimiento de la obligación pero puede ejercitar las acciones de conservación del derecho.





* Los eventuales derechos son transmisibles inter vivos al decir el Art. 1112:





"Todos los derechos adquiridos en virtud de una obligación son transmisibles con sujeción a las leyes, si no se hubiese pactado lo contrario.".





* Pero no son transmisibles mortis causa, pues conforme al Art. 759:





"El heredero o legatario que muera antes de que la condición se cumpla, aunque sobreviva al testador, no transmite derecho alguno a sus herederos.".





b) Cumplida la condición, dice el Art. 1120:





"Los efectos de la obligación condicional de dar, una vez cumplida la condición se retrotraen al día de la constitución de aquella. Esto no obstante, cuando la obligación imponga reciprocas prestaciones a los interesados, se entenderán compensados unos con otros los frutos e intereses del tiempo en que hubiese estado pendiente la condición. Si la obligación fuere unilateral, el deudor hará suyos los frutos e intereses percibidos, a menos que por la naturaleza y circunstancias de aquella deba inferirse que fue otra la voluntad del que la constituyó.


En las obligaciones de hacer y no hacer los Tribunales determinaran en cada caso, el efecto retroactivo de la condición cumplida.".





Y regula los riesgos por perdida hasta se momento, Art. 1122:





"Cuando las condiciones fueren puestas con el intento de suspender la eficacia de la obligación de dar, se observaran las reglas siguientes en el caso de que la cosa mejore o se pierda o deteriore pendiente la condición;


1) Si la cosa se perdió sin culpa del deudor, quedará extinguida la obligación.


2) Si la cosa se perdió por culpa del deudor, este queda obligado al resarcimiento de daños y perjuicios.


Entiéndese que la cosa se pierde cuando perece, queda fuera del comercio o desaparece de modo que se ignora su existencia o no se puede recobrar.


3) Cuando la cosa se deteriora sin cumpla del deudor, el menoscabo es de cuenta del acreedor.


4) Deteriorándose por culpa del deudor, el acreedor podrá optar entre la resolución de la obligación y su cumplimiento, con la indemnización de perjuicios en ambos casos.


5) Si la cosa se mejora por su naturaleza, o por el tiempo las mejoras ceden en favor del acreedor.


6) Si se mejora a expensas del deudor, no tendrá este otro derecho que el concedido al usufructuario.".





c) Si la condición queda incumplida la obligación se considera inexistente y no surtirá efectos.





RESOLUTORIAS son aquellas condiciones de las que depende la extinción de la obligación. Para estudiar sus efectos distinguiremos como antes:





a) Pendiente de cumplimiento, la obligación es eficaz como si fuera pura y por tanto es exigible.





b) Cumplida, dice el Art. 1123:





"Cuando las condiciones tengan por objeto resolver la obligación de dar, los interesados, cumplidas aquellas deberán restituirse lo que hubiesen percibido.


En el caso de perdida, deterioro, o mejora de la cosa, se aplicaran al que deba hacer la restitución las disposiciones que respecto al deudor contiene el articulo precedente.


En cuanto a las obligaciones de hacer y no hacer, se observara respecto a los efectos de la resolución lo dispuesto en el párrafo segundo del Art. 1120.". (los tribunales determinaran el efecto.).





c) Si la condición queda incumplida la obligación es eficaz definitivamente.





Conviene no olvidar sin embargo que no puede pactarse la resolución AUTOMÁTICA del contrato por el simple incumplimiento de una de las partes (condición) pues ello supondría dejar su cumplimiento al arbitrio de uno de los contratantes (ya que cualquiera podría incumplir y resolverse por tanto automáticamente la relación.). Pactándose la resolución automática por incumplimiento se provoca la nulidad del contrato y en buena técnica jurídica lo que debe hacerse es dejar en manos del perjudicado la facultad de elegir entre resolver el contrato o exigir su cumplimiento.





Lo que si resulta posible es que la condición resolutoria se establezca solo en favor de una parte; acontecido el evento el beneficiado podrá a su voluntad resolver o mantener el contrato. De este supuesto se ocupa la sentencia de 20 de Julio de 1990:





"....de los tres equiparados eventos en que los contratantes hicieron descansar la posible resolución del contrato (no reunir la finca vendida las condiciones necesarias de edificabilidad; aprobarse la reparcelación con posterioridad al 9 de octubre de 1976; y fallecimiento u otro suceso de fuerza mayor que ocurriera al comprador Sr. B.) el primero de ellos aparece reconocido por la doctrina de esta sala (sentencias de 29 de Mayo de 1972, 30 de octubre de 1983, 21 de noviembre de 1987) como facultad resolutoria que corresponde exclusivamente al comprador, sin que exista razón alguna para no atribuir ese mismo carácter a los otros dos, dada la total equiparación entre los tres que los contratantes establecieron expresamente en uso de su libertad de pacto.".





Y antes la misma sentencia había dicho que:





"La referida facultad resolutoria, supeditada a alguno de los tres expresados eventos, aparece claramente pactada en favor de solo el comprador y no del vendedor, como lo dice expresamente el contrato cuando expresa: "ambos contratantes podrá n compelerse al otorgamiento de la escritura de venta" (se refiere al momento en que quedara aprobada la reparcelación de la finca). "No obstante, no existirá  tal obligación por parte del promitente comprador; a)...b)...c)...".".





    Tampoco pueden las partes, anticipando la existencia o inexistencia de la condición resolutoria, dar por resuelto el contrato anticipadamente a la existencia de aquella, de este caso se ocupó la resolución de la DGRN de 5 de Abril de 1990: Habíase otorgado escritura de permuta de terreno a cambio de obra que se tenia que realizar en un determinado plazo; inscrita en el registro esta permuta le fue embargado el terreno al constructor. Así las cosas, constructor y permutante decidieron  que por no poder cumplirse lo pactado en la permuta (o sea la obra) convenían en resolverla (antes del plazo que se otorgo al constructor para edificar), volviendo el pleno dominio de la finca a favor del transmitente inicial.





         El registrador inscribió la resolución pero denegó la cancelación de la anotación de embargo por haber sido ejercitada la resolución antes de haber transcurrido el plazo concedido para la construcción.





       La D.G.R.N confirmo la calificación y admite que la renuncia al contrato de permuta solo podrá operar registralmente dejando a salvo el derecho de la persona a cuyo favor se practicó el embargo, el cual debe quedar subsistente hasta tanto se agote su propia eficacia o concurran las vicisitudes resolutorias a las que se hallaba supeditado el derecho embargado.





No cabe pues resolver el contrato en perjuicio de tercero sin que concurra la condición resolutoria.





. separa de modo y de condicionamiento.





Distinto de la condición es el "modo" u obligación accesoria que puede imponerse a los beneficiarios en los negocios a título gratuito, y radica la diferencia en que la condición hace incierta la efectividad final del negocio en tanto que el modo solo reduce el alcance del beneficio que se otorga en un negocio gratuito. O de otra forma:





"La condición suspende, pero no constriñe y el modo constriñe pero no suspende.".





El incumplimiento pues del modo dar  lugar a la indemnización de daños y perjuicios en tanto que el incumplimiento de la obligación dar  lugar a la inefectividad del contrato.





Tampoco son "condiciones" todos aquellos "condicionamientos" que se pactan para determinar la forma de prestarla.





Estos "condicionamientos" a lo máximo que pueden dar lugar es a la resolución del contrato por la parte perjudicada, pero sin convertirlo en condicional.





Veamos dos casos:





En la Sentencia de 15 de Febrero de 1995 estudio el TS un supuesto de venta de un piso cuya construcción no se había iniciado todavía, en la que se previo la posibilidad de apartarse del contrato si las obras no comenzaban en el plazo de seis meses, tal como en la practica ocurrió, los compradores optaron por exigir ante los tribunales el cumplimiento forzoso del contrato a lo que se opuso la parte vendedora alegando que el inicio de las obras en aquel plazo actuaba como condición y que incumplida esta el contrato quedaba resuelto, tesis que fue rechazada por el TS pues "el comprador mantuvo su carácter de comprador aceptando que las obras empezaran antes de un año, para lo que nada tenia que manifestar, y su silencio no es mas que aceptación del retraso pero no renuncia al contrato."; había pues un "condicionamiento" al modo de cumplir la obligación, pero no una condición.





La sentencia del TS de 19 de Julio de 1993, usa una terminología imprecisa y equipara la imposibilidad de cumplir los condicionamientos a las condiciones imposible, concluyendo por tanto su inexistencia derivada de la imposibilidad sobrevenida. Se trataba de un supuesto en que se vendía unos metros de determinada finca para instalar en ellos un campo de fútbol pactándose que la radicación exacta de la superficie vendida quedaba pendiente del trazado de una futura autopista. Como el proyecto para la construcción de esta fue abandonado (con lo que suponemos que la finca volvió a recobrar su valor original) el vendedor se negó a otorgar escritura pública alegando que la construcción de la autopista actuaba como condición de la venta y el TS desestimo su alegación declarando que:





"...al no construirse la Autopista, la condición perdió toda su eficacia, saneándose el contrato al librarse de todo condicionamiento para recobrar plena trascendencia vinculativa, lo que se traduce en la inoperancia de la estipulación segunda que solo resultaría eficaz si efectivamente se hubiera construido dicho vial publico de peaje, pues se pacto en forma bien expresiva "una vez conocido el exacto emplazamiento de la Autopista A-4.".





Más que una condición imposible, entendiendo el término en su dimensión absoluta, se trata de una condición posible, pero no cumplida ni susceptible de cumplimiento en el futuro por causas totalmente ajenas a las voluntades de los contratantes. Se trata de una condición sobrevenida como irrealizable, carente de toda realidad y contenido material, a modo de situación finiquitada que desaparece de la reglamentación negocial, la que quedo purificada, al frustrarse la misma, determinando todo ello que la obligación condicional haya alcanzado la categoría de obligación sin trabas, sometido al régimen jurídico del contrato que la contiene....".





. efectos de su acceso al registro.





Cuando la titularidad dominical queda sujeta a una condición que ha sido inscrita en el Registro de la Propiedad, su transmisibilidad a terceros queda limitada registralmente pues en tanto no se acredite el cumplimiento o incumplimiento de la condición no podrá  tampoco conocerse a través del registro quien es en definitiva el verdadero titular del inmueble, por ello las transmisiones que del mismo se realicen a terceros tendrán que ser consentidas tanto por la persona gravada por la condición como por aquella en cuyo favor se ha establecido.





La resolución de la D.G.R.N de 16 de octubre de 1991 se ocupo de un supuesto en que un Ayuntamiento había donado unos terrenos a la antigua Delegación Nacional de Sindicatos para la edificación de unas escuelas;





"sobre la base de que las obras correspondientes a la construcción de la escuela de formación profesional empiecen dentro de un año y de que las mismas continúen sin interrupción, salvo caso de fuerza mayor, revirtiendo el solar cedido o donado la Excmo. Ayuntamiento de Plasencia en el estado en que el mismo se encuentre, en caso contrario, o en el caso de que no se destine al fin propuesto.". 





Esta condición fue inscrita en el Registro de la Propiedad. Años mas tarde el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ante la extinción por ley de la Delegación Nacional de Sindicatos pretendió inscribir la finca a su nombre a lo que se opuso el Registrador cuya calificación fue confirmada por la Dirección General que sentó:





a) Que cuando se señaló plazo para el cumplimiento de la condición y este todavía no ha transcurrido (lo que no era el caso) o





b) Cuando no se señaló plazo y no ha accedido al Registro la suerte de la condición.





el registro refleja dos titularidades diferenciadas y contrapuestas, actual la una y expectante la otra, pero complementarias por cuando su reunión agota la plena titularidad del derecho condicionalmente transmitido. En tales casos los actos dispositivos para su inscripción necesitan el consentimiento de las dos partes: el titular del bien y el titular de la condición. Y que:





c) Cuando se señaló plazo para el cumplimiento de la condición y este plazo ha transcurrido,





en tal supuesto del registro no se desprende lógicamente la existencia de dos titularidades pues que por el transcurso del tiempo se habrá producido la extinción de una y la consolidación de la otra, pero en tal supuesto tampoco puede el titular registral transmitir en tanto "no acredite debidamente que el desenvolvimiento de la condición se opero a su favor", ni puede tampoco el beneficiado por la condición "si no justifica debidamente el desenvolvimiento en su favor de la condición pactada.".





. su constancia registral requiere previa consignación.





Al igual que veremos, ocurre al ejercitar la acción resolutoria del Art. 1504 del Código Civil, la constancia registral de la existencia de una condición resolutoria, en cuanto supone que el bien vuelva a su antiguo propietario, requiere la consignación de las cantidades cobradas por este. La resolución de la D.G.R.N de 30 de Abril de 1992 (que tiene antecedentes en otras estudiadas al ocuparnos del citado Art. 1504) se ocupo de una escritura en la que el impago actuaba como condición resolutoria estableciéndose:





"Dos consideraciones han de tenerse presentes:


a) Cuando los bienes vendidos están sujetos a condición resolutoria explícita, el reconocimiento registral de la resolución operada extrajudicialmente y la consiguiente reinscripción a favor del vendedor presupone la previa o simultánea consignación de las cantidades que este hubiera recibido del comprador por virtud del contrato resuelto (cfr. artículos 1.124 y 1.295 del Código Civil)


b) Si los bienes recuperados se hallaban afectos a cargas o gravámenes constituidos en el tiempo intermedio, o si los bienes han pasado a un tercer adquirente, la resolución comportara que los derechos que antes de la resolución convergían sobre el bien rescatado pasen a recaer ahora, por subrogación real u objetiva, sobre las cantidades adeudadas, pues la adquisición de estos derechos sobre el bien no tenían otro condicionamiento que el estipulado para servir el inter‚s a que responde el derecho potestativo del vendedor; si la acción resolutoria tuviera solo su natural alcance personal, es lógico que las condiciones de la resolución hubieran de cumplirse solo en relación con la otra parte de la relación jurídica, el comprador; pero cuando a la posible acción resolutoria por pacto explicito se le confiere eficacia real, es lógico también que para la efectividad de esta se tengan en cuenta los intereses de los que participan en la titularidad del bien; y que, satisfecho el inter‚s del vendedor en el precio que este devuelve y hechas las detracciones que procedan según el contrato, tengan prevalencia los que por la resolución quedan desprovistos del bien objeto de sus derechos....".





. necesidad de que se pacten expresamente.





La sentencia del TS de 17 de Julio de 1995 (A 5707) se ocupo de un supuesto que a una donación, siguió la firma de un poder otorgado por el donatario, facultando al donante para disponer de los bienes objeto de donación. Con el tiempo, al revocarse dicho poder, el donante, considerando que su otorgamiento había actuado como condición a la que se supeditaba su donación, pidió la revocación de esta por incumplimiento de condición.





El TS desestimo su pretensión y declaro que:





"Las condiciones que se imputen en la donación y que, en la más depurada técnica civil y jurisprudencial, conforman efectivas obligaciones para el donatario, han de reflejarse convenientemente, pues se imponen y exigen necesaria precisión en la escritura publica, rigiendo normalmente la unidad del acto, ya que, en otro caso y sobre todo cuando se da ausencia de la misma, que es el presente supuesto, se haría muy imposible fijar la relación entre imposición de cargas y su cumplimiento, pues si aquellas no se expresaron, difícil se presente alcanzar su falta de observancia y contravención por el beneficiario del acto dispositivo a su favor.


De esta manera cualquier acuerdo privado que pudieran incidir, necesita en todo caso una prueba cumplida y determinante para posibilitar discutir sus consecuencias e incidencias a efectos revocativos....".





�
A PLAZO.





------------------------------------------------------


. Art. 1.125 define.


. efectos. Art. 1126 y 1.127.


. clases, Art. 1.128.


. perdida, Art. 1.129.


. Computo, Art. 1.130:


------------------------------------------------------





. Art. 1.125 define.





"Las obligaciones para cuyo cumplimiento se haya señalado un día cierto, solo serán exigibles cuando el día llegue.


Entiéndese por día cierto aquel que necesariamente ha de venir, aunque se ignore cuando.


Si la incertidumbre consiste en si ha de llegar o no el día, la obligación es condicional y se regir  por las reglas de la sección precedente.".





. efectos. Art. 1126 y 1.127.





"Lo que anticipadamente se hubiese pagado en las obligaciones a plazo, no se podrá  repetir.


Si el que pago ignoraba cuando lo hizo, la existencia del plazo, tendrá  derecho a reclamar del acreedor los intereses o los frutos que este hubiese percibido de la cosa.".





Y añade el Art. 1.127.





"Siempre que en las obligaciones se designe un término se presume establecido en beneficio del acreedor y deudor a no ser que del tenor de aquellas o de otras circunstancias resultara haberse puesto en favor del uno o del otro.".





. clases, Art. 1.128.





"Si la obligación no señalare plazo, pero de su naturaleza y circunstancias se dedujere que ha querido concederse al deudor, los Tribunales, fijarán la duración de aquel.


También fijarán los Tribunales la duración del plazo cuando este haya quedado a voluntad del deudor.".





      La fecha de restitución será pues fijada, cuando no conste, a prudente arbitrio del Tribunal (Ts 15 de Octubre de 1965) para lo que no constituye óbice que ello no haya sido postulado, pues la declaración debe hacerse de oficio (Ts 24 de Febrero de 1914).





. perdida, Art. 1.129.





"Perder  el deudor todo derecho al plazo:


1) Cuando después de contraída la obligación resulte insolvente, salvo que garantice la deuda.


2) cuando no otorgue al acreedor las garantías a que estuviese comprometido.


3) Cuando por actos propios hubiese disminuido aquellas garantías después de establecidas y cuando por caso fortuito desaparecieren a menos que sean inmediatamente sustituidas por otras nuevas e igualmente seguras.".





      Respecto al supuesto 1) dice Valverde que se refiere a las insolvencias de hecho, pero no a aquellos casos en que hay suspensión de pagos o quiebra pues en al supuesto regiría el Art. 1.923.





      Respecto al supuesto 2) la Sentencia del TS de 22 de Noviembre de 1997, considera que no se otorgan las garantías pactadas cuando no se entregan las letras de cambio representativas del precio aplazado.





     Por último nos ocuparemos de un caso de expresamente previsto en el precepto; es aquel en que se produce un incumplimiento sistemático de los plazos pactados. En principio nada dice el C ci respecto a él, sin embargo el TS, en postura que nos parece harto dudosa ha entendido, en la ya citada sentencia de 22 de noviembre de 1997 (A 8098), que puede considerarse frustrada la finalidad negocial y por tanto resultar admisible el vencimiento anticipado. En nuestra opinión la interpretación del Art. 1129 debe ser de carácter restrictivo por poder llegar a alterar las normas sobre prelación de créditos y este criterio mal se conjuga con el vencimiento anticipado en todos aquellos casos en que el deudor no paga. 





      Y si bien es cierto que en el supuesto estudiado por esa sentencia, el deudor no cumplió con su obligación de entregar unas cambias (resultando así disminuidas las garantías de la deuda al carecer de fuerza ejecutiva), la decisión del alto tribunal se base en motivos distintos. 





      Estudiemos el supuesto: Por pacto originado en una separación conyugal habiase acordado que el esposo adquiría la mitad indivisa de diversos inmuebles asumiendo la obligación de satisfacer parte del precio mediante el pago de cuarenta y ocho cambiales, de vencimiento sucesivo a lo largo de cuatro años,  que se obligaba a entregar.





       Desde el primer momento incumplió este sus obligaciones; ni entregó las letras de cambio ni satisfizo el pago de una cantidad que se había obligado a satisfacer al margen de las cambiales.





      En la demanda, en lugar de solicitarse la resolución por incumplimiento, se pidió el pago anticipado de toda la deuda, pese a no haber transcurrido los cuatro años pactados para el pago de las cambiales y la Audiencia, en criterio confirmado por el Supremo, estimó la demanda declarando que:





	"Todas esas circunstancias conllevan a estimar, de conformidad con el principio que establece el artículo 1129 del Código Civil, que el deudor con su conducta ha venido a frustrar la propia finalidad del contrato, dejando sin efecto su propio sentido económico y patrimonial, no siendo justo, como ha destacado la jurisprudencia, entre otras, Sentencias del Tribunal Supremo de 20 Febrero 1931 (RJ 1930-31, 1943) y 27 marzo 1984, conservar al deudor en su derecho a utilizar el plazo cuando se pone en riesgo la legítima pretensión del acreedor, obligado a éste a acudir presumiblemente al ejercicio de acciones judiciales sucesivas ante incumplimientos de la misma naturaleza del deudor de cada uno de los vencimientos aplazados, circunstancia esta que cabe racionalmente deducir de la actividad descrita".





. Concluye la regulación el Art. 1.130:





"Si el plazo de la obligación esta señalado por días a contar desde uno determinado, quedara este excluido del computo que deber  empezar en el día siguiente.".





�
LA CONDICTIO IURIS.





      Es aquel acontecimiento futuro e incierto del que depende la eficacia de un negocio jurídico, por su propia naturaleza, por su objeto o por una especial disposición de la ley.





      Se diferencia de las condiciones voluntarias en que estas provienen de la voluntad de las partes y la condictio iuris de la ley. La condictio forma parte del supuesto de hecho al que el ordenamiento otorga consecuencias.





    La Sentencia del Ts de 26 de Noviembre de 1996 (A 8279) estudia el siguiente supuesto: ”A” transmitió a “B” las acciones de una entidad cuyo objeto social era el juego de azar, ignorando el adquirente que dicha transmisión estaba sujeta a autorización administrativa previa, El Ts admitió la existencia de error en el consentimiento inducido por el propio vendedor.
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